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los aspectos y perspectivas que las partes puedan tener
de la cuestión sobre la que se pronuncia la decisión
judicial, por lo que aun cuando nuestro control no ha
de limitarse a comprobar la existencia de motivación,
sino si la existente es suficiente para considerar satis-
fecho tal derecho constitucional de las partes (SSTC
13/1987, FJ 3; 14/1991, FJ 2, y 122/1991, FJ 2),
no debe llevarse más allá de la constatación de si las
resoluciones impugnadas, contempladas en el conjunto
procesal del que forman parte, esto es, en el contexto
global del proceso, permiten conocer que la decisión
judicial es fruto de una interpretación y aplicación del
ordenamiento jurídico reconocible, lo que exige valorar
todas las circunstancias concurrentes que singularizan
el caso concreto, tanto las que están presentes, implícita
o explícitamente, en la propia resolución combatida
como las que, no existiendo, constan en el proceso (SSTC
121/1991, de 3 de junio, FJ 2, y 122/1994, de 25
de abril, FJ 4).

7. En el supuesto enjuiciado, la demandante parte
de que los órganos judiciales se han apartado del sistema
de baremación igualitaria de la indemnización por muerte
acaecida tras accidente de circulación, mediando culpa
relevante del conductor asegurado en ella, previsto en
la Ley 30/1995, cuya constitucionalidad hemos decla-
rado en la reciente STC 181/2000, de 29 de junio. En
consecuencia, según la recurrente, se trata de resolu-
ciones judiciales que fijan unas cuantías indemnizatorias
cuya procedencia no es posible determinar, por no estar
basadas en tales criterios legales tasados ni estar razo-
nadas, y que por tanto no pueden considerarse moti-
vadas a los efectos previstos en el art. 120.3, en relación
con el 24.1, CE. Para ello, la demandante realiza una
lectura parcial e interesada de las resoluciones judiciales
que, ciertamente, contienen dos afirmaciones en cierto
modo contradictorias pues, sobre todo la de la Audiencia
Provincial, parte de que no es obligado para el Juez
de instancia ajustarse al sistema de baremación legal,
pero, a renglón seguido, afirma que se trata de una reso-
lución que, en su conjunto, se encuentra ajustada a dicho
sistema. Sin embargo, como resaltan tanto el Ministerio
Fiscal como la demandada comparecida, esta manifes-
tación no dista de ser una afirmación, ciertamente poco
afortunada, que no se compadece con el resultado final
del fallo como fácilmente puede deducirse con una sim-
ple remisión al contenido de las alegaciones de las par-
tes, al supuesto de hecho y a la aplicación de la legalidad
ordinaria, es decir con sólo comparar el fallo y las cir-
cunstancias de hecho contenidas en las resoluciones,
con las previsiones legales en materia de indemnización.

En efecto, tal como resulta de las actuaciones judi-
ciales, tanto el Ministerio Fiscal como la representación
de los perjudicados pretendieron en el juicio de faltas
la condena de la compañía aseguradora partiendo de
las cantidades resultantes de la indemnización por muer-
te contempladas en el sistema de baremación legal, con
la diferencia de que mientras el Ministerio Fiscal con-
sideraba que no podía acumularse la cantidad estable-
cida para cada uno de los progenitores del fallecido,
la acusación particular partía de la misma cifra pero de
modo acumulativo, es decir pretendía el pago de la can-
tidad determinada en los baremos para cada uno de
ellos. Pues bien, como resalta el Ministerio Fiscal, el órga-
no judicial de instancia partió de las cuantías solicitadas
por las partes, fijadas en el anexo aprobado por la Ley
30/1995, rechazó la tesis de la acusación particular y,
partiendo de la cantidad solicitada por el Fiscal y aten-
diendo expresamente a la situación laboral, personal y
familiar del fallecido, aplicó después un factor de correc-
ción previsto en la propia Ley para llegar a la cifra final
concedida. Cierto es que existe un error notorio en la
Sentencia al hacer constar que el porcentaje de correc-

ción era del 15 por 100, cuando en realidad era del
75 por 100 pero, como acertadamente mantiene el Fis-
cal ante este Tribunal, se trataba de un error corregible
a través de la aclaración, que ni siquiera se intentó por
la demandante.

8. En consecuencia, desde la perspectiva de control
que nos corresponde, y con independencia de la mayor
o menor fortuna en la exteriorización de los argumentos,
de la aparente contradicción en el razonamiento, o de
la parquedad de la justificación, es perfectamente reco-
nocible en ambas resoluciones que los órganos judiciales
han partido del sistema de valoración legal de la indem-
nización por muerte, aplicando una determinada inter-
pretación de la legalidad ordinaria respecto de los fac-
tores de corrección establecidos en el apartado 1.7 del
anexo introducido por la Ley 30/1995. Más allá de esta
constatación no nos corresponde revisar la interpreta-
ción de los órganos judiciales, máxime cuando los posi-
bles errores materiales de la Sentencia no se intentaron
aclarar por la recurrente y cuando los motivos de su
discrepancia se limitaron a la alegación genérica de su
desacuerdo, por lo que procede denegar el amparo
interesado.

9. En cuanto a la imposición de costas a la recurren-
te, solicitada por la representación de doña Pilar Regueiro
al amparo de lo previsto en el art. 95.2 LOTC, la Sala
no aprecia la existencia de temeridad o mala fe, que
exige el mencionado precepto, por lo que no estima
en este punto la pretensión de la demandada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de febrero de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

5172 Sala Primera. Sentencia 38/2001, de 12 de
febrero de 2001. Recurso de amparo
2851/98. Promovido por don Javier Gómez
González y doña María Luisa Leopoldina Mar-
tínez Fernández frente a los Autos de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo que declararon desierto su recurso
de casación en un contencioso de urbanismo.

Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acceso al recurso legal): STC
260/2000.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
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doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2851/98, interpuesto
por don Javier Gómez González y doña María Luisa Leo-
poldina Martínez Fernández, representados por la Pro-
curadora doña Isabel Juliá Corujo y asistidos por el Letra-
do don Raúl Bocanegra Sierra, contra los Autos de la
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo del Tribunal Supremo, de fecha 3 de octubre de
1997 y 18 de mayo de 1998, por los que se declara
desierto el recurso de casación núm. 2893/97. Ha inter-
venido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magis-
trado don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
25 de junio de 1998, procedente del Juzgado de Ins-
trucción en funciones de guardia de esta capital, doña
Isabel Juliá Corujo, actuando en nombre y representación
de don Javier Gómez González y doña María Luisa Leo-
poldina Martínez Fernández, interpuso recurso de ampa-
ro contra las resoluciones judiciales de que se hace méri-
to en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos de que trae causa la demanda de
amparo relevantes para la resolución del caso son, en
síntesis, los siguientes:

a) Con fecha 20 de febrero de 1997, la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Asturias dictó Sentencia desestimatoria del
recurso interpuesto contra diversos Acuerdos del Ayun-
tamiento de Navia referidos al cumplimiento de dos con-
venios urbanísticos.

b) Preparado el recurso de casación, se presentó
escrito de formalización, ante el Juzgado de guardia de
los de Madrid, el día 18 de abril de 1997, siendo así
que el plazo finaba el siguiente día 19. El escrito fue
remitido a la Sala competente varios días después.
Mediante Auto de 3 de octubre de 1997, la Sección
Primera de la Sala Tercera del Tribunal Supremo acordó
declarar desierto el recurso de casación preparado. Dicha
declaración se funda en el hecho de que el Juzgado
de guardia únicamente puede recibir escritos sometidos
a un plazo perentorio que termine justamente el día de
presentación, por lo que, al haberse presentado de mane-
ra anticipada, el día a computar es el de recepción del
escrito en el Tribunal Supremo, siendo en ese momento
intempestivo.

c) Interpuesto recurso de súplica, éste fue deses-
timado por Auto de 18 de mayo de 1998. En dicho
Auto, partiendo de la consideración del caso como un
supuesto de acceso a los recursos, a cuyos efectos se
invoca la STC 37/1995, se vertebra una motivación por
remisión a la Sentencia de 3 de junio de 1997, de la
Sección Tercera de la propia Sala.

3. El recurrente impugna los dos Autos del Tribunal
Supremo que declararon desierto el recurso de casación
interpuesto, cuya nulidad solicita, porque entiende que
con ellos se ha vulnerado su derecho fundamental a
la tutela judicial efectiva (ex art. 24.1 CE) y pide asimismo
la retroacción de actuaciones judiciales al momento
inmediatamente anterior al dictado de los mismos, a
fin de que se admita a trámite la formalización del recurso

de casación, para que el Tribunal Supremo resuelva sobre
el fondo de la cuestión planteada.

En primer lugar, se alega vulneración del art. 24.1
CE por infracción de la doctrina contenida en las SSTC
31/1983, 148/1991 y 191/1993, que habrían gene-
rado en los recurrentes la confianza legítima de que la
presentación del escrito en el Juzgado de guardia, antes
de la finalización del plazo, era conforme con la legalidad
vigente.

Por otro lado, se aduce vulneración igualmente del
art. 24.1 CE, por cuanto la interpretación del art. 41.1
del Reglamento 5/1995, de 7 de junio, del Consejo
General del Poder Judicial, infringiría el derecho funda-
mental a la tutela judicial efectiva. Concretamente, se
destaca que, frente a lo dispuesto en la regla 12 de
la Orden Ministerial de 19 de junio de 1974, el precepto
citado, y actualmente en vigor, no contiene la exigencia
de que los escritos de término que se puedan presentar
en los Juzgados de guardia sean aquéllos para los que
exista un plazo perentorio «que venza el día en que se
haga» la presentación. Esto permitiría presentar cual-
quier escrito sujeto a plazo perentorio en los Juzgados
de guardia, aunque no se efectúe dicha presentación
el día en que acabe el plazo. La inclusión de ese requisito
pone de relieve una interpretación que no es la más
adecuada a la efectividad del derecho fundamental en
juego, ignora la operatividad del principio pro actione
y puede calificarse de un formalismo enervante. A mayor
abundamiento, se señala que en la presentación del escri-
to el día anterior al que terminaba el plazo puede apre-
ciarse la existencia de un error no imputable a los
recurrentes, que constituye, muy al contrario, un exceso
de celo por su parte y una presentación en definitiva
prematura y no extemporánea del mencionado escrito
de recurso.

Finalmente, se alega vulneración del art. 24.1 CE por
infracción de la doctrina contenida en las SSTC 16/1992
y 120/1993, en relación con la necesidad de interpretar
los requisitos procesales de forma proporcional y razo-
nable. En este punto interesa destacar que la represen-
tación de los quejosos sostiene que, en la hipótesis de
entender aplicable la Orden de 19 de junio de 1974,
el Juzgado de guardia debiera haber repartido el asunto
antes del mediodía siguiente al de su presentación; en
tal caso, el escrito de interposición hubiera tenido entra-
da en el registro del Tribunal Supremo en plazo. De lo
contrario, se hace cargar a la parte actora con las con-
secuencias derivadas de un mal funcionamiento de la
Administración de Justicia.

4. Por providencia de 26 de noviembre de 1998,
la Sección Segunda de este Tribunal acordó la admisión
a trámite de la demanda de amparo y, a tenor de lo
dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo y
del Tribunal Superior de Justicia de Asturias, la remisión
del testimonio del recurso de casación núm. 2893/97
y del recurso contencioso núm. 1412/94, respectiva-
mente, emplazando a quienes fueron parte en dicho pro-
cedimiento, con excepción del recurrente de amparo,
para que en plazo de diez días pudieran comparecer
en este proceso constitucional, con traslado a dichos
efectos de copia de la demanda presentada.

5. Por providencia de 15 de febrero de 1999 se
tuvieron por recibidos los testimonios de las actuaciones
solicitadas y, de conformidad con lo previsto en el art.
52 LOTC, se acordó dar vista de las actuaciones al Minis-
terio Fiscal y a los solicitantes de amparo, para que en
el término común de veinte días pudieran presentar las
alegaciones que a su derecho conviniera.
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6. El 12 de marzo de 1999 se presentó el escrito
de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él se solicita
la denegación del amparo interesado por las razones
que seguidamente se extractan.

Comienza el Ministerio Fiscal por señalar que el objeto
del presente recurso de amparo consiste en dilucidar
si se compadece con las exigencias del derecho a la
tutela judicial efectiva la declaración efectuada por la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo estimando desierto un recurso de casación,
dado que el mismo llegó al Registro General y a la Secre-
taría de dicho órgano una vez transcurrido el plazo de
treinta días señalado por la ley como perentorio. Afirma
el demandante que el recurso se interpuso en plazo,
dado que se presentó en el Juzgado de guardia de
Madrid el penúltimo día, dentro, por tanto, del término
fijado por el art. 97.1 de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa. Planteado de este modo el pro-
blema, entiende el Ministerio Fiscal que ya se encuentra
resuelto por este Tribunal en diversos Autos de inad-
misión, lo que podría haber dado lugar a la aplicación
del supuesto previsto en el art. 50.1 d) LOTC. No obs-
tante, puede ser conveniente una resolución en forma
de Sentencia que aclare definitivamente las posibles
dudas, y cuya publicación en el «Boletín Oficial del Esta-
do» facilite su mayor conocimiento.

Así —continúa el Ministerio Público— la última Sen-
tencia de este Tribunal en materia contencioso-adminis-
trativa sobre la posibilidad de presentar excepcionalmen-
te escritos en el Juzgado de guardia es la STC 165/1996.
Con posterioridad a la misma se han dictado diversos
Autos de inadmisión por carencia de contenido cons-
titucional de la demanda en supuestos similares al que
ahora nos ocupa. La incidencia del Reglamento del Con-
sejo General del Poder Judicial 5/1995, de 7 de junio,
sobre Aspectos Accesorios de las Actuaciones Judicia-
les, es objeto de análisis en el ATC 182/1999. Llegando
este Tribunal a una conclusión clara: no existe quiebra
del derecho de acceso al recurso. Por su parte, los AATC
80/1999 y 184/1999 estudian y resuelven la posible
incidencia que pueda tener sobre el cómputo de plazos,
como el que ahora nos ocupa, la Sentencia del Tribunal
Europeo de Derechos Humanos de 28 de diciembre de
1998, en el caso Pérez Rada Cavanilles contra España,
para concluir que en nada influye en la doctrina de este
Tribunal en cuanto a la posibilidad de presentar escritos
de término en el Juzgado de guardia el penúltimo día
del plazo, por las razones que allí se exponen. A idéntica
conclusión desestimatoria —concluye el Ministerio Fis-
cal— debe llegarse en el presente caso.

7. El demandante de amparo presentó su escrito
de alegaciones el 13 de marzo de 1999. En dicho escrito
se reproduce el contenido del escrito de demanda con
el que se inició el presente proceso constitucional, soli-
citando la estimación del amparo en los términos que
se recogen en el suplico del primero.

8. Mediante providencia de 8 de febrero de 2001,
se señaló el día 12 del mismo mes y año para la deli-
beración y votación de la presente Sentencia.

II. Fundamentos jurídicos

1. Constituye el objeto del presente recurso de
amparo la impugnación del Auto de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo (Sección Primera) del Tribunal
Supremo de 3 de octubre de 1997, confirmado en súpli-
ca por el Auto de 18 de mayo de 1998, que declaró
desierto el recurso de casación núm. 2893/97 por haber-
se presentado fuera de plazo el escrito de interposición.
En concreto, los ahora quejosos prepararon recurso de

casación frente a la Sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Asturias de 20 de febrero de 1997, siendo empla-
zados para que procedieran a la interposición del recurso
el día 13 de marzo de 1997, por lo que, de conformidad
con lo prevenido por el art. 97.1 LJCA de 1956, el plazo
para formalizar dicho trámite terminaba el 19 de abril
de 1997. Pero el escrito de interposición tuvo entrada
en el Registro General del Tribunal Supremo el día 21
de abril de 1997, procedente del Juzgado de guardia
de Madrid, donde había sido presentado el anterior día
18 de abril.

Sostienen los recurrentes que las resoluciones judi-
ciales cuya nulidad solicitan en este proceso constitu-
cional han vulnerado su derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva (ex art. 24.1 CE), porque declararon
desierto el recurso de casación por incumplimiento de
un trámite, cual es el de la interposición del recurso
en el plazo de treinta días a contar desde la fecha del
emplazamiento, que había sido evacuado debidamente,
mediante la presentación del escrito correspondiente en
el Juzgado de Instrucción de Madrid, en funciones de
guardia, el penúltimo día del plazo conferido, esto es
el viernes 18 de abril de 1997. Por tanto, siempre a
juicio de los demandantes, las resoluciones judiciales
quebrantan el derecho fundamental invocado porque
contienen una interpretación irrazonable y errónea de
la normativa reguladora de la presentación de escritos
en el Juzgado de guardia. En sentido contrario se pro-
nuncia el Ministerio Fiscal en su escrito de alegaciones
ex art. 52 LOTC.

2. Pues bien, el supuesto planteado es en todo simi-
lar, tanto en lo atinente a los hechos de que dimana,
como en lo relativo a la fundamentación y fallo de las
resoluciones judiciales impugnadas, como, en fin, en lo
que atañe al derecho fundamental que sustenta la peti-
ción de amparo, al que se analiza y resuelve en nuestra
reciente STC 260/2000, de 30 de octubre, lo que deter-
mina que, para su decisión, baste con la remisión a los
razonamientos jurídicos y fallo que se contienen en la
referida STC 260/2000.

No obstante, de dicha Sentencia procede destacar,
en síntesis, lo reseñado en su fundamento jurídico quinto,
en los siguientes términos: «La interpretación efectuada
en las resoluciones judiciales impugnadas de las normas
que disciplinan el lugar de presentación de escritos pro-
cesales no puede ser calificada de irrazonable ... Por
muy plausible que pueda resultar la interpretación pos-
tulada por el demandante de amparo, y sin que nos
corresponda examinar hasta qué punto se compadece
adecuadamente con el carácter accesorio y auxiliar del
conjunto de las disposiciones del Reglamento 5/1995
en que hace hincapié el propio demandante, debemos
en todo caso afirmar que no por ello la interpretación
plasmada en las resoluciones judicial impugnadas devie-
ne irrazonable ... Cuando, como sucede en la presente
ocasión, del acceso a los recurso se trata, y teniendo
en todo momento presente que la posibilidad de pre-
sentación de escritos en el órgano judicial destinatario
de los mismos representa una excepción flexibilizadora
de la norma general sobre el lugar de presentación de
documentos (arts. 268 y 272.3 LOPJ y concordantes),
no cabe calificar de irrazonable una interpretación del
precepto que tiene por virtud acotar los límites tempo-
rales de esa excepcionalidad a partir de una ponderación
de los intereses presentes ... La fijación de un plazo para
la evacuación de un trámite procesal representa, con-
templado desde la perspectiva de la parte a la que le
corresponde su cumplimiento, tanto la imposición de
una carga de actuar tempestivamente como el recono-
cimiento del derecho a disponer del plazo en su totalidad.
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Justamente porque la plena efectividad de este derecho
no puede quedar al albur de lo dispuesto en las reglas
que ordenan la prestación del servicio de recepción de
escritos procesales en el órgano judicial al que estén
destinados, en este caso el Tribunal Supremo, es por
lo que se habilita un lugar idóneo para su presentación
cuando no es posible realizarla en la sede del órgano
destinatario».

«Consecuentemente —continúa el FJ 5 de la STC
260/2000— no puede tildarse de irrazonable la inter-
pretación del art. 41.1 del Reglamento del Consejo Gene-
ral del Poder Judicial 5/1995 contenida en los Autos
impugnados, en cuanto niega la eficacia de la presen-
tación de escritos procesales en el Juzgado de guardia
antes del día en que fina el plazo hábil para ello y cuando
todavía está a disposición de la parte proceder a su pre-
sentación en el registro del órgano judicial destinatario.
Dicha interpretación resulta acorde con la excepciona-
lidad que en todo caso reviste la presentación de escritos
procesales en el Juzgado de guardia, respeta adecua-
damente el principio de seguridad jurídica que protege
a quien ha obtenido un pronunciamiento favorable en
la instancia y no hace recaer sobre quien ejerce su dere-
cho a los recursos legalmente establecidos una carga
desproporcionada o de imposible cumplimiento (en los
términos de los §§ 44 y ss. STEDH de 28 de octubre
de 1998, asunto Pérez de Rada Cavanilles c. Reino de
España)».

«Por todo ello —concluíamos en la citada STC
260/2000— quien, a pesar de todo, opta por presentar
dicho escrito en el Juzgado de guardia antes del último
día de plazo asume el riesgo de que el mismo no tenga
entrada en el registro del órgano judicial destinatario
dentro del plazo legal, provocando la extemporaneidad
en la evacuación del trámite y la consiguiente frustración
en el uso del remedio procesal de que se trata, sin que
por ello pueda aducir una pretendida infracción del dere-
cho a la tutela judicial efectiva. Tanto más cuanto que
este derecho no autoriza a convertir, a partir de lo dis-
puesto en una norma de rango reglamentario, una regla
excepcional establecida en garantía de la plenitud de
los plazos de que disponen las partes para el cumpli-
miento de los trámites procesales, en un criterio de alter-
natividad acerca del lugar de realización de dichos
trámites».

La aplicación de esta doctrina al presente supuesto
nos lleva derechamente a la desestimación del recurso
de amparo interpuesto por don Javier Gómez González
y doña María Luisa Leopoldina Martínez Fernández frente
a los Autos de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
(Sección Primera) del Tribunal Supremo de 3 de octubre
de 1997 y 18 de mayo de 1998.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a doce de febrero de dos mil
uno.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Firmado y rubricado.

5173 Sala Primera. Sentencia 39/2001, de 12 de
febrero de 2001. Recurso de amparo
3198/98. Promovido por «Transportes Urba-
nos de Cartagena, Sociedad Anónima», frente
a los Autos de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo que
declararon desierto su recurso de casación
contra una Sentencia de la Audiencia Nacio-
nal.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (acceso a recurso legal): STC
260/2000.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3198/98, promovido
por la entidad mercantil «Transportes Urbanos de Car-
tagena, Sociedad Anónima», representada por el Pro-
curador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén
y asistida por el Letrado Sr. Hernández Valero, contra
el Auto de 27 de enero de 1998, de la Sección Primera
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Supremo, que declaró desierto el recurso de casación
intentado; así como contra el Auto de la misma Sección
y Sala, de 25 de mayo de 1998, que desestimó el recurso
de súplica promovido contra aquél. Han intervenido el
Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal y la Tesorería
General de la Seguridad Social, representada por el Letra-
do don Juan Andrés Ruiz Díaz. Ha sido Ponente el Magis-
trado don Pablo García Manzano, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado ante el Juzgado de
guardia el día 9 de julio de 1998 y recibido en este
Tribunal el día 13 del mismo mes y año, don Argimiro
Vázquez Guillén, Procurador de los Tribunales, en nom-
bre y representación de «Transportes Urbanos de Car-
tagena, Sociedad Anónima», interpuso demanda de
amparo contra el Auto de la Sección Primera de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo
de 25 de mayo de 1998, que desestimó el recurso de
súplica promovido contra otro Auto anterior de la misma
Sección y Sala de 27 de enero de 1998, por el que
se declaró desierto el recurso de casación promovido
contra la Sentencia dictada por la Sección Octava de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional.

2. La demanda descansa en los siguientes hechos:
a) La entidad «Transportes Urbanos de Cartagena,

Sociedad Anónima», preparó recurso de casación contra
la Sentencia de la Sección Octava de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, de 8
de julio de 1997. Como consecuencia de ello, la Sala,
por proveído de 2 de septiembre de 1997, ordenó el
emplazamiento de la recurrente y demás partes inter-
vinientes en el proceso para que compareciesen ante
el Tribunal Supremo en el plazo de treinta días.

b) En la convicción de que era el último día del
plazo, y conocedora de la doctrina del Tribunal Supremo


